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SINOPSIS 




			 




			El 7 de septiembre de 2017 la voz de Joan Coscubiela resonó con fuerza en el Parlament de Cataluña. Denunciaba la vulneración, por parte de las fuerzas independentistas, de la legalidad y de los derechos de la minoría parlamentaria para aprobar el marco legal del referéndum del 1 de octubre. Diputados de Ciudadanos, PSC y PP se levantaron para aplaudirle. En cambio, no todos los diputados de su propio grupo parlamentario lo hicieron. 




			 




			La intervención de Coscubiela aquel día alienta este libro, en el que el exdiputado explica, desde la sensatez y el respeto hacia todas las posiciones, cómo se ha llegado hasta aquí. Su voz viene a ocupar un espacio silenciado, el de la equidistancia —que no equivale a una neutralidad imposible—, en el que muchos han dejado de sentir que exista una representación política. 




			 




			¿Es posible superar el empantanamiento de la situación actual? A la incapacidad de gestionar las grandes ilusiones y expectativas creadas por el independentismo se ha sumado el inmovilismo del Gobierno del PP y la reacción del españolismo más rancio e intolerante, en un cóctel de difícil digestión del que, según Coscubiela, solo se saldrá pactando el desacuerdo. Con un requisito imprescindible: que a corto plazo la independencia deje de ser el único eje de la política catalana. 
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			A la patrulla nipona, lo mejor de una legislatura condenada.  




			 




			A su comandante en jefe, Lluís Rabell, la dignidad y la generosidad hechas persona.  




			 




			A mi padre, que se socializó en la lucha obrera en CC. OO. y con ello dio sentido a mi vida. 




			 




			A mi madre, que amó hasta el infinito y me enseñó a amar.  




			



			


	 


	 	

	 



			 




			

				Artículo 88.2 de la Ley de Transitoriedad Jurídica y Fundacional de la República: «Ninguna de las decisiones de la Asamblea constituyente, en ejercicio del poder constituyente, serán susceptibles de control, suspensión o impugnación por ningún otro poder, juzgado o tribunal». 


				 


				Diario Oficial de la Generalitat de Cataluña (DOGC), 




				8 de septiembre de 2017 


			




			 




			«El seny, la medida y la ironía se hallan al servicio de la continuidad […]. Por otro lado comprobamos cómo, de repente, estas cualidades parecen frenadas, e incluso invertidas, por una actitud en la que se mezclan la exasperación y el sentimentalismo, la rauxa y el vapuleo. En tales instantes perdemos el sentido de la continuidad, la visión de la justa proporción de las cosas o la exigencia de nuestra responsabilidad en cuanto pueblo que lleva un mensaje. No aguantamos como sería nuestra obligación; cedemos. De ahí que nuestra vida colectiva esté tejida por una sucesión de resurgimientos y decadencias; que disolvamos en pocas horas el trabajo de años de reconstrucción. Y luego a empezar de nuevo, lamentándonos del tropiezo, pero sin meditar sobre ello, evitando plantearnos el análisis político, social y espiritual de los hechos, casi dispuestos a perdonarnos o bien a encumbrarnos en nombre de un patriotismo mal entendido”.» 




			 




			Jaume Vicens Vives, Noticia de Cataluña, 1960 




			

	 


	 	

	 



			 




  PRÓLOGO 




			 




			Este libro es hijo de la duda, de muchas dudas acumuladas. 




			De la duda sobre su sentido. No es la primera vez que me proponen escribir sobre mis experiencias profesionales o sindicales, pero es la primera vez que, pese a las dudas, me decanto por un «sí, quiero». Aún hoy dudo del acierto de mi decisión. 




			De la duda sobre su interés para el lector. Hay tanto escrito sobre el proceso (en adelante procés), y sobre casi todo, que tengo dudas de poder aportar algo nuevo. Lo intentaré al menos. 




			De la duda sobre su oportunidad. Como parece que dijo Trotski y nos recuerda siempre el amigo Lluís Rabell, el tiempo es la materia prima de la política. Y como también lo es en la industria editorial, tengo dudas sobre si la proximidad temporal y emocional respecto a mi experiencia parlamentaria lo han podido contaminar en exceso. 




			De la duda de su actualidad. Quizá cuando este libro llegue a manos de los lectores, algunas de las reflexiones aportadas ya habrán sido superadas por los acontecimientos. El ritmo vertiginoso de los tiempos digitales actúa como una guillotina sobre el papel escrito y de ello no se salva ni el libro electrónico. Mucho más al tratar del procés que Cataluña ha vivido en los últimos años, con una aceleración histórica y unos giros bruscos e inesperados en el guion que desbordan cualquier intento de reflexión serena. 




			Soy una persona dubitativa. Me gusta, me encanta dudar. A todos mis artículos, mis intervenciones, les dedico mucho tiempo y los repaso una y mil veces introduciendo cambios. Como explica Chesús Yuste en su libro Asesinato en el Congreso,1 en mi etapa de diputado en Madrid solía correr, al romper el alba, por el parque del Retiro. Era en esos momentos de gran concentración cuando pensaba mis intervenciones, les daba el último retoque, acariciando y mimando los detalles. Para luego, a la vuelta al despacho, incorporarlas al papel, incluso pocos minutos antes de intervenir. Quizá por eso desconfío y me dan pánico las personas que no dudan, que solo tienen certezas. Reivindico la duda como la mejor compañera de vida, incluso como complemento perfecto de las utopías, para que no dejen de ser sueños y se conviertan en pesadillas. 




			Como verán en este libro, suscito algunas reflexiones e intento aportar algunas respuestas, siempre desde la convicción de que no estoy muy seguro de nada. Y de que tengo muchas dudas, sobre todo en relación con la manera de alumbrar una salida a este monumental conflicto, que en ocasiones tiene más de embrollo que de otra cosa. 




			Me parece oportuno adelantarles cuáles son los modestos objetivos que me he planteado al ponerme a escribir, comenzando por reconocer que este es un libro con pocas pretensiones. En primer lugar, me gustaría explicar estos dos años de legislatura breve, pero intensa e inacabable, desde una mirada personal y también colectiva, la de la «patrulla nipona». De esa manera nos referíamos a nosotros mismos los diputados independientes y los de Iniciativa per Catalunya Verds (ICV) del grupo parlamentario para describir nuestra situación y estado de ánimo. En un segundo plano, el libro es un intento de entender qué es el movimiento independentista. Con toda su complejidad y diversidad, con toda su fuerza, que en algunos casos ha sido también su debilidad. ¿Qué tiene el independentismo de proceso único y singular en Europa, y qué de respuesta local a una crisis global? Por último, intentaré reflexionar sobre por dónde debería transcurrir el futuro inmediato, aunque me temo que lo que ustedes leerán será más un deseo que una predicción. 




			Este libro tiene mucho de catarsis personal después de una legislatura de vértigo, de infarto. Escribir ha sido como estar tumbado en el diván del psicoanalista. He intentado que sea una catarsis colectiva, la de los miembros de la patrulla nipona, que conseguimos convertir una experiencia política intensa y dura en un factor de enriquecimiento personal y en una profunda amistad. 




			Es también un reconocimiento y una reivindicación del trabajo realizado por el grupo parlamentario de Catalunya Sí que es Pot (CSQP). Un Objeto Político No Identificado (OPNI), creado con un chip de obsolescencia programada para dieciocho meses, que consiguió sobrevivir a todos los avatares y a algunos tsunamis jamás imaginados, y que al final de la legislatura se ha perdido en el espacio, como sucede a veces con algunas sondas espaciales, sin poder transferir a nadie el resultado de su trabajo. Un grupo que, en una legislatura marcada por un conflicto entre bloques en relación con la independencia, ha mantenido un perfil propio, y en ocasiones hasta una centralidad política, impensable en sus inicios. Un grupo parlamentario que nació prematuro y muy débil de salud política, pero que ha demostrado tener más vidas que un gato. 




			Este libro rinde también homenaje a todas las personas que a lo largo de muchos años construyeron un proyecto potente, el catalanismo popular, que vertebró la lucha contra el franquismo y la construcción del autogobierno de Cataluña. A la militancia del Partido Socialista Unificado de Cataluña (PSUC) y de ICV, a quienes debemos buena parte —no exclusiva, obviamente, pero sí gran parte— del éxito de un proyecto social y político que trabajó y luchó por hacer de Cataluña una sociedad integradora e inclusiva, hoy en grave riesgo. 




			Al PSUC y a las Comisiones Obreras (CC. OO.) de la dictadura y la Transición les debemos que los procesos migratorios que ha vivido Cataluña hasta ahora se hayan saldado en positivo. Les debemos la apuesta por un proyecto social en el que el conflicto nacional se abordó en términos inclusivos, apostando por la cohesión de la sociedad, situando el conflicto social como eje vertebrador de la política. 




			A las CC. OO. del siglo XXI les debemos que en unas condiciones si no más difíciles, sí más complejas, hayan mantenido esa apuesta por la unidad de las personas trabajadoras como factor genético del sindicalismo y como aportación determinante para la unidad civil de Cataluña. 




			A dirigentes políticos como Gregorio López Raimundo, Antoni Gutiérrez Díaz, Rafael Ribó, Eulàlia Vintró, Joan Saura, Dolors Camats y Joan Herrera, entre otros, les debemos que fueran capaces de construir un proyecto político que durante años ocupó la centralidad en la sociedad catalana. Y lo más difícil, les debemos que supieran aprovechar ese capital político para transformar los restos del naufragio del comunismo catalán, después de la crisis del PSUC, en un proyecto con vocación de representar las nuevas formas del conflicto social, nacional y ecológico en los albores del siglo XXI. 




			A sindicalistas como Cipriano García, Ángel Rozas, Pura Fernández (L’Hospitalet), Tito Márquez, Georgina Villanueva, José Luis López Bulla o Aurora Gómez, y tantos otros, les debemos que fueran capaces de construir un sindicalismo de clase y nacional que, entre otras cosas, cerró el paso a la división en clave nacionalista de la clase obrera catalana, algo que sí sucedió en Euskadi y Galicia. La fuerza de «Catalunya, un sol  poble» («Cataluña, un solo pueblo») estuvo y está en la unidad de los trabajadores. Un valor que se ha puesto en grave riesgo con la fractura social producida en Cataluña. 




			Esta trayectoria, la de estos líderes del catalanismo popular, adquiere hoy aún mayor grandeza cuando comprobamos cómo otros pretenden construir el futuro a partir de un proyecto que, más allá de las intenciones de sus impulsores, se está manifestando claramente excluyente. En la medida en que deja fuera e incluso se confronta a la mitad de la ciudadanía de Cataluña, y en que alimenta el imaginario de «los de dentro y los de fuera» en relación con España y el de «ellos y nosotros» en el interior de la sociedad catalana. 




			Este libro es, como muchas cosas en la vida, fruto de una eventualidad, en este caso la desencadenada por una intervención mía en el Pleno del Parlament de Cataluña de los días 6 y 7 de septiembre de 2017, en los debates de la Ley del Referéndum y la Ley de Transitoriedad Jurídica y Fundacional de la República. Así como del impacto mediático y social que produjo. Y como otras muchas veces, me dicen los que saben de esto, que es también fruto de la perseverancia de un editor, Ramon Perelló. De quien mis buenos amigos Antón Costas y Jordi Alberich me advirtieron que era un sabueso que cuando husmeaba una oportunidad, no la soltaba fácilmente. Fueron estos amigos los que me aconsejaron que no me resistiera a la propuesta del editor. Quizá, quién sabe, la decisión de dar el «sí, quiero» no cabe buscarla en consideraciones muy profundas, sino en el consejo que recibí esa noche en una cena de amigos. 




			Antes de seguir adelante, me siento en la obligación de advertir de una obviedad: mis reflexiones no tienen ninguna pretensión de objetividad. Eso lo dejo para la historiografía, que ya analizará en el futuro qué es lo que ha sucedido en Cataluña, España y el mundo en estas últimas décadas. Aunque a la vista del fervor patriótico con el que algunos historiadores  están reescribiendo la historia reciente de Cataluña, tampoco parece claro que el rigor historiográfico esté garantizado. Una cosa es que la historia no sea objetiva (por definición, no lo es ninguna actividad humana) y otra distinta que pueda falsificarse de forma tan burda. No hay, pues, objetividad en este libro, y lo único que les puedo garantizar es honestidad. De mi padre aprendí la necesidad de ir siempre de cara y he intentado respetar este consejo, a pesar de los muchos disgustos que comporta hacerlo. Lo que en este texto se cuenta ha tenido lugar y responde a cómo yo lo he vivido y recuerdo, lo que no excluye, por supuesto, que otros lo hayan vivido y lo recuerden de manera distinta. 




			El libro aparece después de celebradas las elecciones del 21 de diciembre en Cataluña. Esta fue la única condición que le puse al editor para aceptar el encargo. Quería expresarme con libertad, sin más límites que los derivados de mi capacidad y de mis dudas. Sin tener que estar pensando a cada momento si mis palabras podían ser utilizadas en la batalla partidaria que siempre suponen unas elecciones. Pensé que no tenía sentido hacer un libro «políticamente correcto», y para intentarlo necesitaba la libertad de no ostentar ninguna representación política. 




			Los poetas, los pintores, los escultores y los artistas en general suelen ser los propietarios únicos de sus trabajos. Las personas que desempeñamos funciones políticas hemos de ser conscientes de que representamos, o al menos lo intentamos, a muchas otras personas. Hemos de tener muy presente que nuestros actos, comenzando por nuestras palabras e incluso nuestros silencios, serán intermediados por los medios de comunicación y así llegarán a la ciudadanía. Eso genera unas limitaciones que no se tienen, al menos con la misma intensidad, cuando uno se libera de la responsabilidad de la representación política. Espero haber sabido aprovechar bien esa mayor cuota de libertad.  




			He escrito bajo los efectos del impacto personal y colectivo que supuso la votación del 1 de octubre de 2017 y la violencia con la que se intentó impedir. Y de los hechos que, de manera vertiginosa, se produjeron en unos meses en los que pasó de todo. 




			El paro de país del 3 de octubre; las movilizaciones del sábado 7 de octubre que en toda España llamaron a hablar, a dialogar; las manifestaciones que, convocadas por Societat Civil Catalana los días 8 y 29 de octubre, llenaron las calles de Barcelona. También el Pleno del Parlament del 10 de octubre, previsto inicialmente para la proclamación unilateral de la independencia, y que terminó siendo un reconocimiento implícito de la inviabilidad de las vías unilaterales; el esperpento de las cartas que se intercambiaron Rajoy y Puigdemont. En medio de esta marabunta, las detenciones de Jordi Sànchez y Jordi Cuixart, líderes del movimiento cívico independentista, a los que la Audiencia Nacional mandó a la cárcel de manera injusta. Todo ello culminó con la celebración simultánea los días 26 y 27 de octubre de un nuevo Pleno del Parlament y del Pleno del Senado. El mismo 27, un Consejo de Ministros extraordinario acordaba la destitución del Gobierno catalán, la disolución del Parlament y la convocatoria de elecciones autonómicas para el 21 de diciembre. Sin olvidar la gran escapada de Puigdemont a Bruselas, la escenificación y frivolización del «exilio», y el encarcelamiento de miembros del Gobierno. 




			Por fin, las elecciones del 21 de diciembre de 2017, que llegaron por un camino inesperado y que nos depararon más sorpresas aún. Con Carles Puigdemont encabezando una lista electoral, después de toda una legislatura diciendo lo contrario. Con unos resultados que confirmaron la fuerza del independentismo y un aumento de la polarización política y social. Y sobre todo, con un bloqueo y un empantanamiento que parecen arrastrarnos hacia una ingobernabilidad de larga  duración; salvo que se sea capaz de pactar el desacuerdo, la única salida que soy capaz de vislumbrar en estos momentos. 




			He de reconocer que me ha resultado complejo hacer un análisis crítico del procés y al mismo tiempo expresar el respeto a las personas que reivindican la independencia de Cataluña y luchan por ella. Entre ellos tengo familiares, amigos y compañeros que llevan años implicados en este movimiento. Cuesta encontrar el punto de equilibrio entre el respeto a estas personas y su legítima reivindicación y el desprecio político a quienes han construido el gran autoengaño colectivo de la vía unilateral a una independencia low cost. Una gran escenificación con elevados costes colectivos para toda la sociedad. Hubo un momento en que se me hizo muy difícil continuar escribiendo. Analizar lo que estaba pasando en Cataluña, formulando críticas a la actuación del Gobierno catalán, mientras se encarcelaba a los Jordis y a los consellers, me resultó imposible y tuve que darme un respiro. Me di cuenta de que los sentimientos de solidaridad que me despertaba su encarcelamiento me estaban condicionando y llevando a autocensurarme en exceso. Tuve que dejar de escribir durante unos días, hasta recuperar cierto equilibrio emocional y asumir que estaba ante dos planos absolutamente diferenciados que no podía confundir. 




			Todo lo que cuento sucedió en el breve lapso de cuatro meses, que en algunos momentos han parecido una era geológica. Si toda la legislatura había sido anómala desde sus inicios, con las elecciones «plebiscitarias» del 27-S de 2015, su final confirmó que todo es susceptible de empeorar cuando los conflictos adquieren vida propia y se descontrolan. A estas alturas no es descartable que hayamos entrado en una etapa de gran descomposición, con elevadas dosis de empantanamiento, de la que igual nos cuesta algunas décadas salir. Posiblemente, Cataluña solo sea, como en otras ocasiones, un indicio más de un proceso que puede ser la norma en Europa en las próximas décadas, la descomposición de las estructuras sociales e institucionales del Estado nación y la gran inestabilidad que ello provoca. 




			Me hubiera gustado disponer de más tiempo para trabajar mejor el texto, incorporando más matices, siempre importantes. Pero el editor consideró, y yo coincidí con él, que un texto de esta naturaleza debía garantizar la inmediatez de la actualidad y que perdía parte de su sentido con el paso del tiempo. Entre otras razones porque el tiempo va a situar algunos hechos que hoy nos parecen muy trascendentes en un lugar menor. Incluso es posible que pronto nos hayamos olvidado de algunas de las cosas que han pasado durante estos años. A veces pienso que sería lo mejor que nos podría ocurrir. Seleccionar las cosas que recordamos y las que olvidamos forma parte del instinto de supervivencia del ser humano. 




			En más de una ocasión, durante el breve pero intenso parto de este libro, tuve la sensación de que no podría acabarlo nunca. Mientras intentaba poner en orden las ideas para luego volcarlas en el papel, los acontecimientos se iban produciendo a ritmo vertiginoso, parecían un potro salvaje. Algunos matizaban o incluso desubicaban las reflexiones que tenía previsto incluir. Una prueba más de los tiempos líquidos, que en ocasiones parecen más bien gaseosos, que nos ha tocado vivir. 




			En algún momento había que parar de escribir para entregar el manuscrito, y ese momento ha sido el 27 de diciembre de 2017. Seguro que entre la entrega del original y su publicación se habrán producido nuevos acontecimientos. Esperemos que no le rompan el espinazo a mi relato y que el esfuerzo realizado haya servido para aportar algo nuevo a los lectores. En todo caso, yo me lo he pasado muy bien intentándolo. Y eso, tal como están las cosas por el mundo, ya es mucho. 




			 




			Barcelona, 27 de diciembre de 2017 




			

	 


	 	

	 



			 




  INTRODUCCIÓN 




			 




			Me ha parecido oportuno comenzar explicando las premisas a partir de las que formulo mis reflexiones. En nuestros análisis, todos partimos de unos presupuestos, y los lectores tienen el derecho a conocer cuáles son los míos. 




			Desde mi punto de vista, lo que está sucediendo en Cataluña tiene elementos propios, únicos y singulares. Pero también tiene, en sus orígenes y como factores desencadenantes, muchos elementos comunes a otros procesos que se están viviendo en otros lugares del mundo, con los que comparte un potente hilo conductor. Ese hilo, que tiene el grosor de una maroma, lo conforman los efectos que está provocando una globalización económica sin reglas ni contrapoderes, que está erosionando todas las estructuras sociales e institucionales de la sociedad industrialista y del Estado nación. Y la reacción de las sociedades frente a este tsunami. 




			Este proceso, que en Cataluña y España se ha agravado y acelerado como consecuencia de la Gran Recesión económica, ha provocado una pérdida de soberanía efectiva de las sociedades en relación con los poderes económicos y ha deteriorado la capacidad de las estructuras sociales e institucionales para gobernar la sociedad. La consecuencia de este desequilibrio de poderes, entre sociedad y política de un lado, y economía y mercado de otro, ha sido un aumento de las desigualdades sociales, un incremento de la inseguridad y del miedo de amplias capas de la sociedad sobre su futuro. También se expresa en forma de desconcierto e insatisfacción. La ciudadanía ha dejado de sentirse representada, no se siente ni reconocida ni escuchada. 




			La gran desigualdad social, la inseguridad en relación con el presente y el miedo respecto al futuro han provocado reacciones sociales que se canalizan a través de las estructuras más primarias de la sociedad: la familia, la tribu, la religión y la nación. A ello ha contribuido el hecho de que las clases sociales, el factor determinante en la articulación política del siglo XX, hayan perdido gran parte de su protagonismo. Ese vacío se ha visto ocupado por los conflictos territoriales o aparentemente religiosos que protagonizan el presente. Sin olvidar el componente de conflicto generacional, producido por la frustración que ha provocado en las generaciones más jóvenes la interrupción de sus expectativas sociales. Ante esta crisis de época, las sociedades buscan respuestas sistémicas que ofrezcan soluciones simples y rápidas a problemas muy complejos. Seguro que a todos nos vienen a la cabeza ejemplos de estas simplistas respuestas para «asaltar los cielos». 




			Este fenómeno, que es global, ha impactado en las sociedades de manera distinta. Como sucede con los virus en el cuerpo humano, esta «enfermedad social» ha atacado a cada sociedad en su parte más débil. En el caso de Cataluña y España, ha afectado a nuestras dos grandes debilidades como país, la profunda desigualdad social y la incapacidad de abordar el encaje de Cataluña en el Estado español. La confluencia en el tiempo del conflicto histórico por la distribución del poder político territorial en España y de los efectos sociales y políticos de la globalización económica, acelerados por la Gran Recesión, ha generado la tormenta perfecta. Y la respuesta de la sociedad catalana a esta crisis múltiple es lo que explica  la aparición en estos momentos de la reivindicación de independencia de Cataluña. Estamos ante una respuesta que se ha convertido en el movimiento social más importante de toda Europa en los inicios del siglo XXI. Que ha demostrado grandes potencialidades y, al mismo tiempo, unos límites muy evidentes. Que ha venido para quedarse y desempeñar un papel importante en la vida social y política de Cataluña y España. Sin embargo, este movimiento tiene una gran debilidad, que es haberse construido a partir de dos grandes errores de enfoque. El primer error ha sido plantear el debate de soberanías como si este fuera hoy un conflicto solo entre Cataluña y España, cuando en realidad hay otros dos actores, la Unión Europea y los mercados globales, que desempeñan un papel trascendental en la batalla por las soberanías. Y el segundo error, consecuencia del anterior, ha sido buscar la respuesta más en el pasado, en las estructuras institucionales conocidas, las propias de los siglos XIX y XX, que en el futuro. Si el objetivo es recuperar para la ciudadanía una soberanía deteriorada como consecuencia de una globalización sin reglas ni contrapoderes, ese futuro solo lo vamos a construir en espacios más amplios que los que alumbraron las economías industrialistas y los Estados nacionales que nacieron para darle cobertura política. En este intento de recuperar la soberanía para la ciudadanía no precisamos de más fronteras, sino de menos. Por eso, la modesta reflexión que realizo en este libro apunta a la construcción de una respuesta federal para el Estado español, enmarcada en el proceso de construcción de Europa. 




			Que no comparta la reivindicación independentista como «la solución» no significa que no la considere absolutamente legítima. La ciudadanía de Cataluña tiene derecho a decidir democráticamente su futuro. Eso, a mi juicio, debería hacerse a partir de un referéndum, aunque soy consciente de los riesgos de polarización que comporta una consulta con respuestas binarias, y por eso estoy dispuesto a escuchar otras propuestas; ojalá hubiera dónde escoger. Un referéndum que, para ser efectivo, debe ser pactado, primero a nivel interno en la sociedad catalana y después con el Estado español. He sostenido siempre el derecho a celebrar el referéndum y el hecho de que es perfectamente posible hacerlo en el marco de la Constitución Española. Lo hice en el Congreso de los Diputados, cuando el 8 de abril de 2014, en calidad de portavoz del grupo parlamentario de la Izquierda Plural (IU, ICV-EUiA y CHA), defendí el voto favorable a la proposición de ley presentada por el Parlament de Cataluña en este sentido. Y después como portavoz del grupo parlamentario de CSQP en el Parlament de Cataluña, donde me tocó defenderlo frente a quienes, desde la mayoría de Gobierno y el movimiento independentista, lo calificaron durante meses como pantalla pasada, por considerar que las elecciones «plebiscitarias» del 27 de septiembre de 2015 ya tenían este carácter refrendario. Con la misma convicción con que he apostado por el referéndum pactado me he opuesto a su convocatoria unilateral, por considerar que era una vía condenada al fracaso, como así se ha demostrado. 




			Se tuvo que producir la votación del 1 de octubre de 2017, en los términos de precariedad democrática en que se produjo (tanto por los déficits en la aprobación de la ley, en su convocatoria y en su celebración, como por la represión desencadenada por el Estado español), al tiempo que se comprobaban los límites políticos de una Declaración Unilateral de Independencia y el callejón sin salida al que se nos ha conducido, para que los argumentos contra la convocatoria unilateral del referéndum y a favor de una solución pactada hayan adquirido más fuerza, la que da haber sido ratificados por la vida y la tozuda realidad. Por último, en esta introducción debo realizar una observación metodológica. Verán que en el transcurso de este libro utilizo mucho las expresiones «independencia» e «independentismo» por un lado, y «procesismo» y «unilateralismo» por el otro. Quiero advertir de que distingo nítidamente entre independencia e independentismo, como reivindicación y movimiento absolutamente legítimos, de procesismo o unilateralismo. Cuando hablo de «procesismo», lo hago para identificar una estrategia que yo considero de manipulación partidista de la independencia y el independentismo. En la que la ilusión se confunde con la ficción y la astucia, con el engaño. También distingo el independentismo del unilateralismo, que ha sido la culminación de esta estrategia procesista.  
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			UNA MIRADA NIPONA A UNA LEGISLATURA CONDENADA 




			

	 


	 	

	 



			 




			En esta primera parte ofrezco mi mirada sobre lo que ha sido una legislatura condenada al fracaso desde el mismo momento de la convocatoria de las elecciones plebiscitarias del 27 de septiembre de 2015 y la promesa de Declaración Unilateral de Independencia (en adelante, DUI) en dieciocho meses. Además de ser una legislatura condenada al fracaso, ha sido también una condenada legislatura, por la dureza de estos dos años y por su esperpéntico final. 




			Por supuesto, es mi mirada personal. Si me refiero a ella como «una mirada nipona», es porque todo aquello que yo he vivido y ahora interpreto está muy influenciado por la observación colectiva de la «patrulla nipona». Y también como reconocimiento al trabajo realizado por las personas que han formado parte de esta experiencia, con las que he compartido mucha fraternidad en esta legislatura.  
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			UN PLENO QUE CONDENSA 




			TODA UNA LEGISLATURA 




			 




			Se ha hablado mucho del Pleno del Parlament de los días 6 y 7 de septiembre de 2017, pero no se ha destacado lo más significativo: en dos días se condensó toda una legislatura. 




			El ritmo tan vertiginoso de los acontecimientos puede hacernos olvidar o dar por amortizados determinados hechos de gran trascendencia. Es lo que tienen los tiempos líquidos. Por eso, para explicar lo que sucedió esos días, me resulta imprescindible retrotraerme a lo acontecido en dos años intensos, marcados por tres factores clave. Por un lado, la legislatura ha estado condicionada por la imperiosa e ineludible necesidad de materializar las grandes ilusiones y expectativas creadas por las impresionantes movilizaciones independentistas de los años anteriores. Por otro lado, estos dos años han sido una constante batalla de posiciones entre las fuerzas políticas independentistas, de todas contra todas, para hegemonizar este espacio político. Por último, ha sido la legislatura en que la astucia alcanzó su cénit como principal estrategia procesista y también constató sus límites. Todo ello culminó en el Pleno de los días 26 y 27 de octubre. Y lo hizo de la misma manera en que el río Okavango desemboca en el desierto del Kalahari en Botsuana, formando el delta que lleva su nombre: con sus aguas evaporadas o infiltradas en las arenas y sin poder llegar al mar. 




			Para entender mejor esta abreviada pero intensa legislatura conviene retroceder a las elecciones «plebiscitarias» del 27 de septiembre de 2015, que pusieron una vez más de manifiesto la gran capacidad de mutación y la astucia del procesismo para gestionar políticamente el movimiento independentista. Con su convocatoria anticipada, Artur Mas pretendió dar continuidad, en forma de patada hacia adelante, a lo que comenzó siendo una instrumentalización partidaria del independentismo, las elecciones anticipadas de noviembre de 2012. Y ha terminado siendo una hoja de ruta sin salida. 




			Las impresionantes movilizaciones del independentismo han generado una gran ilusión y muchas expectativas. A pesar de que sus detractores hayan anunciado en diversas ocasiones que el «suflé» independentista estaba bajando, su capacidad de movilización se ha mantenido intacta. Cuanto más músculo social mostraba el independentismo, más aumentaban la ilusión, las expectativas y el convencimiento de que la independencia estaba al alcance, era una cuestión de pocos meses. Pero esa realidad chocaba con otra, también muy potente, la imposibilidad de convertir esa fuerza movilizadora en avances, aunque fueran parciales, hacia la consecución de la independencia. 




			Esta contradicción es algo que conocemos bien los sindicalistas. Las huelgas generales contra políticas sociales y laborales de los Gobiernos han concitado un gran apoyo, pero convertir ese éxito en conquistas no ha sido automático, ni mucho menos. Con la potencia movilizadora que se ha desplegado en las huelgas generales, en cualquier conflicto empresarial o sectorial, esa fuerza se hubiera convertido automáticamente en conquistas laborales y sociales. Pero cuando el interlocutor es el Gobierno de turno, las reglas del juego cambian, y no siempre un éxito en la movilización se convierte de manera inmediata en la conquista de la reivindicación. En este conflicto puede que incluso haya sucedido lo contrario. La fuerza de las movilizaciones independentistas ha generado una reacción en sectores de la sociedad española que, lejos de debilitar al Gobierno español, lo ha reforzado en su posición política en toda España. Y ha actuado como un desincentivo al diálogo y a la búsqueda de soluciones. 




			Para afrontar esta dialéctica perversa, la dirección política del independentismo ha utilizado desde el primer momento la estrategia de la astucia, que le ha permitido mantener viva la reivindicación y la capacidad de movilización, aunque de ello no se desprendiera ningún avance concreto. La consulta del 9 de noviembre de 2014 tuvo ese objetivo, mostrar la fuerza democrática del independentismo ante la constatación de que las movilizaciones de los tres años anteriores no habían hecho mover ni un ápice la posición de Rajoy. Fue precisamente el éxito de participación en la consulta de 2014 lo que obligó a Artur Mas a situar un nuevo objetivo con el que mantener vivas la ilusión y las expectativas, y ofrecer una motivación para continuar con las movilizaciones. Eso y no otra cosa fueron las elecciones «plebiscitarias» del 27 de septiembre de 2015; las de «el voto de tu vida» de Junts pel Sí (JxSí). 




			La explicación de Artur Mas fue que esas elecciones eran la respuesta a la negativa del Gobierno de Rajoy a celebrar un referéndum. Y que era el único camino, así se explicó, a la independencia, a través de la vía de su declaración unilateral. Esta argumentación era un placebo para obviar la realidad: las elecciones «plebiscitarias» de 2015 se convocaron no porque tuvieran la más mínima posibilidad de actuar como un referéndum, sino para canalizar y no frustrar las grandes expectativas creadas por las espectaculares movilizaciones de cada 11 de septiembre. También para reconducir la batalla interna entre  las fuerzas políticas independentistas, que ha sido un gran factor de desestabilización. Y, por supuesto, para conseguir una mayoría parlamentaria con la que continuar gobernando. 




			Durante estos años se ha creado un círculo, virtuoso y vicioso al mismo tiempo, al que había que dar salida. Cada gran movilización en la calle generaba un círculo virtuoso que reforzaba la reivindicación de independencia. Pero al mismo tiempo, este círculo tenía un componente vicioso en la medida en que las expectativas no podían convertirse en conquistas concretas, con lo que el movimiento se obligaba a sí mismo a marcar otro nuevo objetivo para el año siguiente. Siempre más ambicioso y menos realista. El componente vicioso del círculo se agravó a partir del momento en que buena parte del movimiento independentista se instaló en la estrategia hiperventilada, la del «tenim pressa» («tenemos prisa»), «no podem esperar més» («no podemos esperar más») y «o ara o mai» («o ahora o nunca»). Esta impaciencia aumentó aún más la presión sobre los dirigentes del independentismo, hasta el punto de marcar sus decisiones. Sin obviar, claro, el papel que en este sentido ha tenido la batalla interna por la hegemonía en el mundo nacionalista, que ha actuado como un incentivo para estas fugas hacia ninguna parte. 




			Las elecciones de septiembre de 2015 no solo reflejaban astucia, sino que también comportaban una parte de autoengaño, en la medida en que generaron un imaginario en el que creyeron muchas personas y que ha marcado toda la legislatura. Se dijo que sus resultados actuarían como si de un referéndum se tratara y que de ellos se desprendería un mandato democrático para legitimar la DUI y la proclamación de la República catalana. O sea que se ofrecía a las personas ilusionadas con la independencia un horizonte a través del cual canalizar sus grandes expectativas. Sin prestar atención a que cada vez nos acercábamos más a ese punto de no retorno en que la ilusión se convierte en ficción, la astucia, en engaño, y todo choca con la cruda realidad. Para que la naturaleza plebiscitaria de las elecciones fuera creíble, se planteó la DUI como gran objetivo de la legislatura, y la batalla interna entre fuerzas políticas obligó a marcar un plazo breve, de dieciocho meses, coherente con el «tenemos prisa» o «no podemos esperar más». 




			 




			UNA LEGISLATURA EN QUE LA ASTUCIA SE HIZO ENGAÑO Y LA ILUSIÓN, FICCIÓN 




			 




			Esta legislatura ha estado muy marcada por la Resolución 1/XI del Parlament del 9 de noviembre de 2015.1 Con ella, JxSí se comprometió con la Candidatura d’Unitat Popular (CUP) a una hoja de ruta absolutamente inviable, pero que ha terminado siendo la esencia de la legislatura, al mismo tiempo que su motor y la principal causa de su descalabro. En aquella resolución se recoge, entre otras cosas, lo que después ha terminado siendo el contenido de las proposiciones de Ley del Referéndum de Autodeterminación y de Transitoriedad Jurídica y Fundacional de la República. A pesar de que desde el principio era muy evidente su inviabilidad política, se justificó su aprobación por la necesidad de salvar la investidura de Artur Mas, que nunca se produjo. 




			A la vista de cómo han sucedido los acontecimientos, creo que se puede afirmar lo que en su momento intuí y dije, que la aprobación de esa resolución no tenía solo por objetivo —que también— salvar la candidatura de Mas a la Presidencia de  la Generalitat, sino que era el resultado inevitable de haber convocado unas elecciones «plebiscitarias», con un compromiso de DUI en dieciocho meses. Ciertamente, la resolución podía haberse redactado con más finezza, pero su destino hubiera sido el mismo, el delta del Okavango independentista. El independentismo se había situado en un túnel de una sola dirección que no tenía salidas de emergencia. O se conducía la legislatura por estos inciertos vericuetos, y ya encontraría la astucia procesista una manera de salir de la trampa en la que se había metido, o alguien tendría que explicarle al movimiento independentista algo que ni unos estaban en condiciones de decir, ni otros de escuchar, a saber, que no habían sido unas elecciones «plebiscitarias», que no existía ningún mandato con legitimidad democrática y que una declaración unilateral no tendría ningún efecto político práctico. En resumen, el dilema era decir la verdad o protagonizar otra fuga hacia adelante. En eso consistió fundamentalmente la resolución del Parlament del 9 de noviembre de 2015 y todo lo que de ella se desprende. 




			En el momento actual, cuando los miembros del Gobierno catalán, Esquerra Republicana de Catalunya (ERC) y la propia CUP reconocen que la aprobación de las leyes y la proclamación de la independencia y la República catalana no tenían ninguna posibilidad de ser efectivas, todo parece muy claro. Sin embargo, explicarlo así en aquellos momentos comportaba el riesgo de ser anatemizados, como poco de antidemócratas, cuando no de traidores. Incluso de ser considerados aliados de la «caverna» del Partido Popular (PP) por algún compañero de nuestro nuevo espacio político, como así sucedió. 




			Pero la historia no es determinista, y no estaba escrito que tuviera que comportarse en los términos en los que al final se produjo. Hubo oportunidades para salir de esta trampa. Nuestro grupo parlamentario generó dinámicas para ello. Las llamamos «pistas de aterrizaje para el independentismo». Desgraciadamente, cada vez que nosotros montábamos una pista de aterrizaje, pues nos interesaba por razones partidarias y sobre todo de país, los independentistas terminaban bombardeándola. Como si estuviéramos ante una maldita adaptación de la fábula del escorpión y la rana. 




			Esta legislatura tiene dos etapas claramente diferenciadas y separadas entre sí por la cuestión de confianza planteada por el president Puigdemont. En aquel momento se perdió la oportunidad de reorientar la estrategia y se optó, en cambio, por ir directos al precipicio, aunque se vistiera de astucia con la frase del president de «referéndum o referéndum» para ilustrar que sería pactado o unilateral. 




			En un primer momento pareció que la resolución del 9 de noviembre de 2015 quedaría en un cajón, como muchas otras aprobadas por el Parlament de Cataluña desde 1989. En los primeros meses de la legislatura, la batalla por marcar relato y agenda dentro del bloque independentista puede resumirse de la siguiente manera: la CUP presentaba de manera constante resoluciones, mociones, interpelaciones que reflejaban el «momento histórico» que vivíamos. JxSí las votaba y el Gobierno catalán, una vez aprobadas, las guardaba en el cajón, no sin el consabido escarceo entre ERC y el Partit Demòcrata Europeu Català (PDeCAT). Una muestra de ello es la Proposición de Ley de la Agencia Catalana de Protección Social, con la que pretendía crearse la ficción de una estructura del futuro Estado para gestionar las pensiones contributivas de la Seguridad Social. Esta proposición de ley llegó a estar aparcada en su tramitación durante más de seis meses, a pesar de que la resolución del 9 de noviembre le marcaba unos plazos perentorios para su aprobación definitiva. Y así todo. En justa contrapartida a este doble juego por el que JxSí votaba a favor de todo tipo de propuestas de la CUP, que luego no se aplicaban, la CUP prometía estabilidad parlamentaria para después no dar su apoyo a la investidura de Mas ni aprobar los presupuestos de la Generalitat de 2016. Esta situación llevó a que en más de una ocasión, los responsables parlamentarios de JxSí me anunciaran que «esta sí que no la pasamos», o cosas por el estilo. Después se las tragaron todas juntas, una detrás de otra. 




			El punto de inflexión de la legislatura llegó con dos hechos simultáneos en el tiempo, la cuestión de confianza del president Puigdemont y la renovación de la dirección política de la CUP. Los dos movimientos tenían un objetivo compartido, evitar que la legislatura naufragara y que las fuerzas políticas fueran culpadas del naufragio por las organizaciones sociales que articulaban el movimiento independentista, la Assemblea Nacional Catalana (ANC) y Òmnium Cultural. Este cambio de escenario se materializó en el apoyo de la Candidatura d’Unitat Popular-Crida Constituent (CUP-CC) a la cuestión de confianza planteada por el president y en la aprobación de los presupuestos de la Generalitat de 2017, como contrapartida al compromiso de Puigdemont de «referéndum o referéndum». Ello podría haber evolucionado hacia una posición de realismo a partir de la asunción del referéndum pactado como único camino transitable. Pero de nuevo apareció la gran fuerza de atracción gravitatoria del independentismo hacia su particular «delta del Okavango», con las fuerzas generadas por las importantes movilizaciones evaporándose o infiltrándose en el desierto. 




			La CUP-CC supo aguantar pacientemente las dudas, las idas y venidas, los desplantes, las marchas atrás del Gobierno. Incluso en momentos delicados como los plenos del 10, 26 y 27 de octubre, en los que parecía que todo se iba a quedar en nada. La CUP-CC se había puesto como objetivo que de ninguna manera se la pudiera acusar de ser la responsable de no llevar a buen puerto la DUI y la proclamación de la República.  Y para eso dio apoyo a un Gobierno que aplicaba unas políticas contra las que, teóricamente, ellos luchaban. ¿Qué diferencia hay entre los Presupuestos de la Generalitat de 2016 y los de 2017? Pues que los primeros fueron rechazados por la CUP y los segundos fueron aprobados, a pesar de que su contenido era prácticamente idéntico. Por mucho que luego se intentó vestir la mona de seda, con el llamado impuesto a las grandes fortunas, que ya nadie recuerda y que es muy probable que nunca aporte un solo euro a las finanzas de la Generalitat. Para sobrellevar esta contradicción y no desencantar a su gente, la CUP-CC optó durante estos meses por una estrategia parlamentaria consistente en una crítica feroz al capitalismo global en genérico, mientras se daba apoyo a un Gobierno que era la expresión local de ese capitalismo salvaje que tan retóricamente combatía. ¿Nueva política? No, nada nuevo. Es la vieja táctica del izquierdismo impostado. Que tu mano izquierda, la que escribe discursos y lanza proclamas, no sepa lo que hace tu mano derecha, la que vota a favor de las políticas contrarias. 




			Se acercaba el final de los dieciocho meses y nadie quería aparecer como responsable de frustrar las grandes ilusiones y esperanzas de dos millones de personas entusiasmadas con la independencia. Ese temor a mirarle la cara a la realidad y decirle la verdad a la ciudadanía no era solo de los partidos independentistas. Lo compartían con los dirigentes de la ANC y Òmnium, los intelectuales orgánicos del independentismo o los periodistas que lo han arengado y acompañado durante años. Entre todos ellos se han hecho un marcaje feroz, y cada vez que alguien iniciaba un pequeño desmarque, caía sobre esa persona la acusación o insinuación de «traición». No comparto la explicación, que de hecho es una consigna, del PP y de Ciudadanos, por la que todo este escenario es fruto del sometimiento de JxSí a la estrategia «radical» de la CUP-CC.  No resto mérito a los «cuperos» por su perseverancia, pero no fueron los determinantes de que los acontecimientos sucedieran en los términos en que al final ocurrieron. El factor que de verdad llevó a las fuerzas independentistas hasta el 1 de octubre, la posterior DUI y la proclamación de la República catalana fue la gran fuerza de atracción gravitatoria que ejercía la gran ilusión generada. Y la incapacidad de explicarle a tanta gente que lo que se les había prometido no era posible. 




			Solo había un resquicio por el que transitar en esa ruta alternativa hacia la realidad. Replegar fuerzas, protegerse y seguir los sabios y reiterados consejos de Alex Salmond. El que fue primer ministro escocés insistió hasta el agotamiento en la necesidad de actuar como un corredor de fondo. Ese resquicio de lucidez pasaba por que todas las fuerzas independentistas socializaran el coste de explicar la realidad. Pero ese angosto sendero fue imposible de transitar por la intensa competencia política entre los partidos independentistas. Muy fratricida, aunque se intentara disimular. Estos tres factores, la incapacidad de gestionar políticamente las grandes ilusiones y expectativas creadas, la batalla interna en el independentismo y el agotamiento de la estrategia de la astucia, marcaron la legislatura, se condensaron en el Pleno del 6 y 7 de septiembre y terminaron explosionando el 26 y 27 de octubre. 




			La astucia se llevó a unos extremos en que los astutos dirigentes procesistas creyeron que era posible engañar al mismo tiempo a la ciudadanía y al Estado español, y hacerlo de manera reiterada y hasta el final. Lo prueban las actas de la Mesa del Parlament del 27 de octubre, en que se admitió a trámite la propuesta de resolución por la que se declaraba la independencia y se proclamaba la República catalana. En esa acta se transcribe la intervención de la secretaria primera, en la que solicita que se deje constancia de que las propuestas de resolución presentadas no tienen efectos jurídicos. Sin duda se trataba de preparar la defensa jurídica posterior de los miembros de la Mesa. Algo absolutamente legítimo y comprensible. Sin embargo, con esa advertencia de ausencia de efectos jurídicos de la resolución y la posterior petición de su voto secreto en el Pleno quedó al descubierto el inmenso engaño que estaban perpetrando. En ningún momento se creyeron la efectividad de su declaración de independencia y proclamación de la República catalana. Lo más grave es que esa observación, que consta en las actas de la Mesa, se realizaba mientras, a escasos metros y en una sala del Parlament, había 300 alcaldes dando la bienvenida a la independencia. Y en los alrededores, miles de personas, como en otros lugares de Cataluña, estaban celebrando con euforia que por fin había llegado la independencia y la creación de la República catalana. La estrategia de la astucia había llegado a su nivel más elevado de paroxismo. ¿Qué podía salir mal? 




			 




			UN PLENO CON MOMENTOS PARA OLVIDAR Y LECCIONES QUE RECORDAR 




			 




			El Pleno del Parlament de los días 6 y 7 de septiembre fue muy intenso, con muchos momentos para olvidar y algunas lecciones que recordar. Anunciado con mucha antelación, era la culminación de la estrategia de la mayoría independentista para «burlar astutamente» al Estado español. Así se explicó durante meses, en los que la astucia pasó a ser la palabra más pronunciada y se convirtió en la virtud política más valorada por los procesistas. Supuso el punto de no retorno del unilateralismo. Una astucia que acabó convirtiéndose en graves vulneraciones de la legalidad, tanto española como catalana, de los derechos de los grupos parlamentarios y de los de la ciudadanía a la que representamos.  




			Conviene recordar que la Proposición de Ley del Referéndum se presentó en el registro el 31 de julio de 2017, último día hábil del período de sesiones, pero no se publicó en el Butlletí Oficial del Parlament de Catalunya (BOPC), y por tanto no existía a efectos parlamentarios, hasta el día 6 de septiembre, el mismo día en que sería aprobada horas después. Se trataba de una astucia que bien podríamos calificar de «aquí te pillo, aquí te voto». Que entre la publicación en el Boletín del Parlament de una proposición de ley que convocaba un referéndum de autodeterminación y su aprobación pasen solo algunas horas da una imagen del tamaño de la aberración democrática que se perpetró en ese Pleno. La mayoría gubernamental usó el artículo 81.3 del Reglamento, que solo permite alterar el orden del día incorporando un nuevo punto inicialmente no previsto, para hacer desaparecer de un plumazo todos los trámites obligatorios para la aprobación de las leyes. Unos requisitos de procedimiento que no son aspectos formales o estéticos prescindibles, sino que constituyen la base de la seguridad jurídica, uno de los pilares del sistema democrático. 




			No se trataba de un procedimiento exprés, o sea de urgencia, como se lo denominó. Más bien fue, tal como yo denuncié, un procedimiento «bucanero». Se vulneró la legalidad (española y catalana) y el propio Estatuto de Autonomía de Cataluña, se pisotearon los derechos y garantías de los grupos parlamentarios. No es un dato menor que durante los días anteriores al 6 de septiembre, ese procedimiento fuera vendido y normalizado por los medios de comunicación de la División Mediática Ítaca —una denominación cuyo origen explicaré más adelante—, especialmente TV3, como la vía más probable para poner en marcha la astucia procesista y poder aprobar las leyes. Todo relato tramposo necesita, para triunfar, las oportunas dosis de manipulación «informativa». 




			Celebrar el Pleno del Parlament los días 6 y 7 de septiembre, solo tres semanas antes de la fecha anunciada para la celebración del referéndum del 1 de octubre, fue otra astucia —así se explicó— para no dar margen de reacción política y jurídica al Gobierno español. Sin duda, más que una astucia, era una ingenuidad, en ese escenario de ficción creado por el procesismo. Todo el mundo sabía que el Gobierno español y el Tribunal Constitucional reaccionarían en pocas horas, como así fue, con la suspensión de ambas leyes y, posteriormente, su anulación en tiempo récord. Para burlar «astutamente» al Gobierno español se fijaron unos plazos parlamentarios de tres semanas, entre el 16 de agosto y el 6 de septiembre, que hacían imposible su tramitación en términos de normalidad democrática. Imposible en un plazo tan breve cumplir con las normas y las garantías democráticas exigidas para la tramitación de las leyes. Especialmente si se trata de leyes que pretendían dar cobertura legal, aunque fuera aparente, a la convocatoria de un referéndum de autodeterminación, legitimar una futura DUI e iniciar un proceso constituyente para la creación de la República catalana y la transformación de las estructuras económicas y sociales de Cataluña. Casi nada. 




			Visto desde fuera, puede resultar incomprensible que se trate con esa superficialidad y frivolidad objetivos tan trascendentes. Pero dentro de la burbuja de política ficción en que los procesistas consiguieron situar la política catalana, eso parecía de la más pura lógica para centenares de miles de catalanes. Esa grave vulneración democrática fue interiorizada como imprescindible por una parte de la ciudadanía de Cataluña y defendida con fervor por la División Mediática Ítaca. El reto que tenían no era fácil, y se comprobó rápidamente. En principio se había elegido iniciar la tramitación de estas leyes, con su admisión a trámite por la Mesa del Parlament, el día 16 de agosto. Para ello se había forzado una reforma «exprés» del Reglamento del Parlament, aprobada con los únicos votos de  la mayoría gubernamental. Y aquí ya aparecieron dos obstáculos importantes para la estrategia procesista. 




			El primer obstáculo fue el dictamen sobre esa reforma del Reglamento que emitió el Consejo de Garantías Estatutarias (CGE), en el que expresó por unanimidad que no era posible aprobar leyes de esta naturaleza por la vía exprés de lectura única. Que la decisión del Consejo fuera por unanimidad, en un organismo en el que muchos de sus miembros lo eran a propuesta de los partidos de la mayoría gubernamental, da la medida del tamaño de la cacicada parlamentaria que se iba a perpetrar. Los argumentos utilizados en ese dictamen del CGE, adoptado antes del verano, hacían presagiar que no iba a avalar las dos proposiciones de ley, la del Referéndum y la de la Transitoriedad. Y esa previsión fue leída perfectamente por la mayoría gubernamental. En el futuro impedirían, aunque fuera ilegalmente, que el Consejo pudiera emitir sus dictámenes antes de la aprobación de ambas leyes. Así se evitaban un nuevo revolcón jurídico y político por parte del CGE. 




			Un segundo obstáculo surgió porque el procedimiento elegido para la tramitación de las leyes cargaba toda la responsabilidad sobre la Mesa del Parlament, y en especial sobre su presidenta. Y eso no era un bocado fácil de digerir para las personas directamente afectadas. Durante todo el mes de agosto se produjo un debate, no por subterráneo menos evidente, entre los dirigentes del procesismo, para ver cómo se minimizaban los costes penales de esta decisión, y quien los iba a asumir. Lo que ya hacía presagiar que no estaban muy convencidos de la viabilidad de su estrategia. La resistencia de la presidenta del Parlament a asumirlos en solitario provocó que se aplazara toda la tramitación de las leyes, que debía comenzar el 16 de agosto, y que se pospusiera la admisión a trámite de las dos proposiciones de ley hasta el mismo día 6 de septiembre, pocas horas antes de su debate —es un decir— y aprobación. 




			Si la tramitación de estas dos leyes en tres semanas era legalmente imposible, hacerlo en pocas horas se convirtió en una chapuza legal y democrática que contaminaba en origen el «referéndum» del 1 de octubre. Este dato sobre el procedimiento utilizado puede parecer anecdótico, pero no lo es, porque fue determinante para la degradación democrática del Pleno del 6 y 7 de septiembre. Porque para que se pudiera celebrar el referéndum el 1 de octubre, fecha simbólica e inamovible, la tramitación y aprobación de dos leyes de esa trascendencia social y política debía hacerse en solo cuarenta y ocho horas, vulnerando el reglamento del Parlament, la legalidad catalana y el propio Estatuto de Autonomía de Cataluña, ninguneando al CGE de la Generalitat y pisoteando los derechos de los grupos parlamentarios y de la ciudadanía a la que representan. Así y sin pestañear. 




			Como toda justificación para tamaña aberración se utilizaron dos argumentos: «el Estado español no nos ha dejado ninguna otra vía para convocar el referéndum», y el más peligroso en términos democráticos, que la mayoría parlamentaria de 72 diputados, si así lo acuerda en votación, lo puede todo; incluso saltarse toda la legalidad y los derechos de las minorías. Repitieron tantas veces en esas cuarenta y ocho horas que la mayoría, por el simple hecho de serlo, lo puede todo, sin límites legales ni democráticos, que terminaron por creérselo y hacérselo creer a una parte importante de la ciudadanía. Otra vez con la ayuda imprescindible de la División Mediática Ítaca. 




			Recuerdo que expliqué con desesperación una y mil veces a los profesionales de la comunicación que los procedimientos legales no son florituras que uno puede poner o sacar del decorado de una obra. En este proceso de hacer pedagogía entre los medios de comunicación tuve que tirar mano de los diccionarios, del María Moliner de la lengua castellana y del Pompeu Fabra de lengua catalana. E incluso utilizar el diccionario de sinónimos. Todo ello para explicar algo tan sencillo de entender como que la mayoría parlamentaria no podía saltarse el trámite preceptivo del dictamen del CGE, exigido por el Estatuto de Autonomía de Cataluña. Aunque una vez emitido el dictamen, al no ser vinculante, no existiera ninguna obligación de hacer caso de su contenido. 




			La mayor parte de los profesionales de la comunicación lo entendieron a la primera, porque no hace falta ser experto en derecho para ello. Pero otros, situados en el mundo de la División Mediática Ítaca, se resistían a entender algo tan obvio. Intentar explicar a algunos periodistas que carácter preceptivo es sinónimo de «trámite obligatorio» y carácter «no vinculante» significa que no existe obligación de respetar el contenido de un dictamen puede llevarte hasta un intento de suicidio. Así que al final desistí de mis explicaciones, cuando tuve claro que no se trataba de problemas de comprensión. Los profesionales lo entendían perfectamente, pero eso les creaba un conflicto con el relato del medio de comunicación para el que trabajan. Lo cierto es que el único problema de comprensión era que la realidad no casaba con el relato de los procesistas y que los medios de comunicación descaradamente a su servicio no podían nunca entender lo obvio, porque si lo entendían y lo explicaban así a la ciudadanía, se les hundía el relato de un procedimiento que presentaban como una astucia, cuando en realidad se trataba de una chapuza legal y una grave vulneración democrática. 




			Las sesiones parlamentarias del 6 y 7 de septiembre no son precisamente para sentirse orgullosos de la política. Aunque no todos tuvimos la misma responsabilidad. Algunos siempre intentamos mantener la calma, un clima de diálogo y la dignidad del Parlament. El día 6 se dedicó a la aprobación de la Ley del Referéndum de Autodeterminación y se alargó hasta la madrugada del día 7. Infinidad de reuniones de la Mesa y la Junta de Portavoces, reconsideraciones de las decisiones  adoptadas, reclamaciones contra la vulneración de derechos, tensión, acusaciones de filibusterismo parlamentario y bronca, mucha bronca. Y una presidenta desbordada en su función institucional, presionada y abrumada por las instrucciones partidistas, en el sentido literal del término, que había recibido de los suyos para aprobar la ley, sí o sí, y de la manera que fuese. Y además, hacerlo en un horario en que permitiera celebrar después la reunión del Gobierno para firmar la convocatoria del referéndum y así garantizar su oportuna difusión por los medios de comunicación en prime time televisivo. 




			Se ha hablado mucho de los errores cometidos por la presidenta en el gobierno de esa sesión parlamentaria. Pero mucho menos de las presiones ocultas a las que el Gobierno y la mayoría parlamentaria la sometieron para poder cumplir su objetivo de aprobar, sí o sí, la Ley del Referéndum, y además en un horario predeterminado. 




			 




			EN ESO LLEGÓ EL CONSEJO DE GARANTÍAS ESTATUTARIAS Y MANDÓ PARAR 




			 




			La sesión del 6 de septiembre tuvo un momento propio de novela de intriga. Por sorpresa, y a media tarde, llega el acuerdo del CGE que, por unanimidad, acuerda recordar al Parlament que no puede aprobarse la Ley del Referéndum sin esperar a que el Consejo emita su dictamen sobre esa ley, que es preceptivo según el Estatuto de Autonomía. Con prudencia, pero de manera clara y contundente, el CGE afirmó que no podía continuarse con la tramitación de la Ley del Referéndum. Ya pueden imaginar la satisfacción que me produjo comprobar que el Consejo decía por unanimidad aquello que yo llevaba semanas explicando a los periodistas y que algunos medios no habían querido entender. 




			Conviene insistir en que ese acuerdo lo adoptó por unanimidad un organismo de la Generalitat de Cataluña compuesto por expertos, algunos elegidos a propuesta de la mayoría gubernamental. En condiciones normales, lo racional hubiera sido paralizar la tramitación de la ley, pero la decisión de los independentistas de continuar, fuera como fuera, con su astucia, estaba tomada. El día 6 de septiembre debía aprobarse la Ley del Referéndum sí o sí, a cualquier precio. La sorpresa al llegar al Parlament el acuerdo del CGE fue mayúscula. Nadie esperaba ese torpedo en la línea de flotación de la estrategia procesista. A partir de ahí se suscitaron todo tipo de especulaciones sobre las razones de esta actuación tan sorprendente como contundente del CGE. 




			¿Obedecía solo a un ejercicio de responsabilidad de sus miembros y a la consciencia de la gravedad de los incumplimientos legales que estaba perpetrando la mayoría? ¿Fue un instinto de autoprotección frente a lo que era una grave ilegalidad, que no querían avalar? ¿Quizá una reacción de dignidad institucional frente al ninguneo público al que llevaban varias semanas sometidos los miembros del CGE por la mayoría parlamentaria? ¿O incluso una reacción de los sectores sensatos del independentismo, convencidos de que ese camino los llevaba al precipicio? Muy probablemente fueran todas esas razones y algunas más. Alguien en el Gobierno y en los grupos parlamentarios de la mayoría debió haber leído mejor ese dato que llegaba del CGE y así nos hubiéramos ahorrado el bochornoso espectáculo que nos iba a deparar la sesión del día siguiente, el 7 de septiembre. Desgraciadamente, no fue así. 
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